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[bookmark: _gjdgxs]PROCEDIMIENTO ESPECIAL SANCIONADOR.

EXPEDIENTE: TEEA-PES-057/2021.

DENUNCIANTE: C. Karina Ivette Eudave Delgado ex candidata a la Presidencia Municipal de San Francisco de los Romo por la Coalición “Por Aguascalientes”.

DENUNCIADO:  Parlamento Digital y/o quien resulte responsable.

MAGISTRADA PONENTE: Claudia Eloisa Díaz de León González.

SECRETARIO DE ESTUDIO[footnoteRef:1]: Néstor Enrique Rivera López. [1:  Encargado de despacho de la Secretaría de Estudio adscrita a la Ponencia I del Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes.] 


Aguascalientes, Aguascalientes, a quince de julio de dos mil veintiuno[footnoteRef:2]. [2:  Todas las fechas corresponden al año 2021, salvo precisión en contrario. ] 


[bookmark: _30j0zll]Sentencia por la que se declara la inexistencia de la infracción consistente en presunta Violencia Política contra las Mujeres en Razón de Género y actos de calumnia en perjuicio de la entonces candidata a la Presidencia Municipal de San Francisco de los Romo por la coalición “Por Aguascalientes”, la C. Karina Ivette Eudave Delgado.
	    	
I. ANTECEDENTES. 

1. Proceso Electoral Concurrente Ordinario 2020-2021.

El tres de noviembre de dos mil veinte, dio inicio el proceso electoral concurrente ordinario 2020-2021, para la renovación de los Ayuntamientos y Diputaciones del Estado de Aguascalientes.

La jornada electoral, se llevó a cabo el pasado seis de junio. 

2. [bookmark: _1fob9te]Presentación de la denuncia. El ocho de abril, la C. Karina Ivette Eudave Delgado excandidata a la Presidencia Municipal de San Francisco de los Romo por la coalición “Por Aguascalientes”, por su propio derecho y en su condición de mujer, presentó ante la Oficialía de Partes del Instituto Estatal Electoral[footnoteRef:3] escrito de denuncia en contra del perfil de Facebook de nombre Parlamento Digital, por presunta calumnia y VPMG.  [3:  En lo sucesivo, IEE.] 


3. Radicación. El veinte de mayo, el Secretario Ejecutivo ordenó radicar la denuncia con el número de expediente IEE/PES/045/2021. 

4. Oficialía electoral.  El día veinticuatro de mayo, mediante diligencia para mejor proveer, el Secretario Ejecutivo instruyó la certificación de la existencia y contenido de una nota digital de una publicación en la red social Facebook, asentándose los hechos bajo el acta IEE/OE/189/2021. 

5.  Medidas cautelares.  Del escrito de denuncia, se observa que la actora solicita que se ordene de manera inmediata el retiro de la publicación del perfil de la red social Facebook Parlamento Digital, en consideración a que la misma contiene elementos de calumnia y VPMG. 

Al respecto, la Comisión de Quejas y Denuncias del IEE, determinó no adoptar las medidas cautelares, toda vez que, de los hechos denunciados, no se desprende algún indicio o elemento que pudiera configurar VPMG y calumnia.

6. Diligencias para mejor proveer. El Secretario Ejecutivo, instruyó diligencias para mejor proveer, requiriendo a la Policía Cibernética adscrita a la Secretaria de Seguridad Pública del Estado de Aguascalientes, a efecto de contar con elementos para localizar y emplazar al perfil denunciado. Tales diligencias, fueron practicadas entre el día veintiséis de mayo y el primero de junio.

7. Admisión de la denuncia y emplazamiento. El primero de junio, el Secretario Ejecutivo, radicó y dictó el acuerdo de admisión, señalando fecha para la celebración de la Audiencia de Pruebas y Alegatos.

8. Audiencia de pruebas y alegatos.  El cuatro de junio, en las instalaciones del IEE, se celebró la Audiencia de Pruebas y Alegatos a que se refieren los artículos 272 del Código Electoral, así como 101 y 102 del Reglamento de Quejas y Denuncias del IEE.  

Concluida la audiencia, el Secretario Ejecutivo del Consejo General del IEE, ordenó realizar el informe circunstanciado para turnar el expediente al Tribunal Electoral.

9. Turno del expediente. El cinco de junio, mediante Acuerdo de Turno de Presidencia, se ordenó el registro del asunto en el Libro de Gobierno de Procedimientos Especiales Sancionadores, al que correspondió el número de expediente TEEA-PES-057/2021 y se turnó a la Ponencia de la Magistrada Claudia Eloisa Díaz de León González.

10. Acuerdo plenario de reposición del procedimiento.  El ocho de junio, se ordenó la reposición del Procedimiento Especial Sancionador, a efecto de que la autoridad substanciadora se allegue de mayores elementos probatorios que permitan a este órgano jurisdiccional resolver las pretensiones denunciadas conforme a Derecho corresponda.

11. Formulación de proyecto de resolución. El quince de julio, una vez cumplido el punto que antecede, se radicó el expediente en la ponencia de la Magistrada Claudia Eloisa Díaz de León González.

Así, no existiendo tramite alguno o diligencias pendientes por realizar, se ordenó formular el proyecto de resolución y ponerlo a consideración del Pleno, según lo previsto en la fracción IV, del artículo 274 del Código Electoral.

II. COMPETENCIA. Este Tribunal es competente para resolver el Procedimiento Especial Sancionador en términos de lo que disponen los artículos 252, fracción II, 268, fracción IV, 274 y 275 del Código Electoral, ya que se relaciona con una publicación en la red social Facebook de nombre “Parlamento Digital”, que podría constituir calumnia y VPMG en contra de la denunciante, y que de comprobarse pudieran impactar en su esfera de derechos.
Lo anterior, además encuentra sustento en la Jurisprudencia 25/2015, de rubro: COMPETENCIA. SISTEMA DE DISTRIBUCIÓN PARA CONOCER, SUSTANCIAR Y RESOLVER PROCEDIMIENTOS SANCIONADORES, así como en la Jurisprudencia 48/2016, de rubro: VIOLENCIA POLÍTICA POR RAZONES DE GÉNERO. LAS AUTORIDADES ELECTORALES ESTÁN OBLIGADAS A EVITAR LA AFECTACIÓN DE DERECHOS POLÍTICOS ELECTORALES. 

III. OPORTUNIDAD.  Se cumple con tal requisito, toda vez que el hecho denunciado, relacionado con la supuesta actualización de actos de calumnia y VPMG, produce consecuencias, en tanto sus efectos no cesen, por lo tanto, se estima que existe una situación de tracto sucesivo, ante la subsistencia del hecho controvertido, y con ello el plazo legal no podría estimarse agotado, en términos de la jurisprudencia 6/2007[footnoteRef:4], de rubro: PLAZOS LEGALES. CÓMPUTO PARA EL EJERCICIO DE UN DERECHO O LA LIBERACIÓN DE UNA OBLIGACIÓN, CUANDO SE TRATA DE ACTOS DE TRACTO SUCESIVO. Por lo tanto, es oportuna la presentación de su denuncia. [4:  Jurisprudencia 6/2007. De rubro PLAZOS LEGALES. CÓMPUTO PARA EL EJERCICIO DE UN DERECHO O LA LIBERACIÓN DE UNA OBLIGACIÓN, CUANDO SE TRATA DE ACTOS DE TRACTO SUCESIVO.] 


IV. CUESTIÓN PREVIA. Es oportuno precisar, que la autoridad administrativa, al sustanciar el actual PES, procuró localizar y obtener datos de localización del denunciado “PARLAMENTO DIGITAL”, haciendo diligencias con POLICÍA CIBERNÉTICA, que, a su vez, solicitó información a FACEBOOK INC. 

De las respuestas, documentales que obran en autos, tenemos que de las búsquedas de información no se arrojaron datos de localización o de persona alguna que pudiera ser emplazada como responsable. 

V. PERSONERÍA.  La C. Karina Ivette Eudave Delgado tiene reconocida su personalidad como ex candidata a la Presidencia Municipal de San Francisco de los Romo, por la coalición “Por Aguascalientes”.  


Por parte del perfil denunciado “Parlamento Digital” no se acredita ninguna personalidad, al no obrar constancias en autos que proporcionen la información suficiente para fincar responsabilidad a persona alguna.

VI. HECHOS DENUNCIADOS Y DEFENSAS.  Para efectos prácticos, esta autoridad jurisdiccional considera oportuno sintetizar los argumentos expuestos en sus escritos de queja, por parte del denunciante y del denunciado. Esto, para seguir con la fijación de los puntos materia del procedimiento a dirimir en la presente sentencia. 

1. DENUNCIA. La promovente denuncia actos que, a su parecer, constituyen actos de calumnia y VPMG en su contra, señalando como responsable al perfil de la red social Facebook “Parlamento Digital”.

Lo anterior, en virtud de que la referida página “Parlamento Digital”, subió una publicación titulada “Si recordamos”, acompañada de una fotografía con los emblemas del PAN[footnoteRef:5] Y PRD[footnoteRef:6], seguida de la leyenda “ELLOS YA VOTARON EN CONTRA DE TI, AHORA VAMOS A VOTAR EN CONTRA DE ELLOS”. [5:  Partido Acción Nacional.]  [6:  Partido Revolucionario Democrático.] 


En esa inteligencia, señala que el contenido de la referida publicación tiene la intención de menospreciar su entonces candidatura para ocupar un cargo público, pues a su consideración, le causa una afectación al señalar un hecho contrario a la verdad publica y legal la cual se realizó de manera dolosa. 

Además, refiere que la misma publicación contiene elementos constitutivos de Violencia Política contra las Mujeres en Razón de Género.
  
2. DEFENSAS.
2.1. DEFENSA DEL PERFIL “PARLAMENTO DIGITAL”.  De los autos del expediente, no se desprende emplazamiento alguno al referido perfil, derivado de la imposibilidad material de allegarse de elementos que permitieran conocer la identidad de la persona responsable del mismo.

3. ALEGATOS.  A fin de garantizar el derecho de defensa y atender en su integridad la denuncia planteada, dentro de las formalidades esenciales del procedimiento, asiste a las partes el derecho de formular alegatos, y debe estimarse que este órgano jurisdiccional debe analizarlos al resolver el Procedimiento Especial Sancionador que nos ocupa; resulta aplicable la jurisprudencia 29/2012 de rubro: “ALEGATOS. LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA ELECTORAL DEBE TOMARLOS EN CONSIDERACIÓN AL RESOLVER EL PROCEDIMIENTO ESPECIAL SANCIONADOR”.[footnoteRef:7]  [7:  Consultable en la Compilación 1997-2013, Jurisprudencia y tesis en materia electoral, del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, páginas 129 y 130.] 


En cuanto a la denunciante, se hizo constar la inasistencia de la misma o de persona alguna que la represente, perdiendo así el uso del derecho que a su favor se establece.

Por cuanto hace al denunciado, la autoridad instructora en conjunto con la Policía  Cibernética del Estado de Aguascalientes, gestionó las diligencias necesarias para la obtención de datos  o información alguna del responsable  y/o administrador del perfil en el que se encuentra la publicación denunciada, sin embargo no fue favorable dicha investigación, pues el IEE agotó las vías de investigación pertinentes que pudiesen haber hecho localizable al denunciado y en consecuencia no hubo persona alguna compareciendo  en la presente audiencia, en virtud de no existir el emplazamiento respectivo.


VII. MEDIOS DE CONVICCIÓN.   Antes de analizar la legalidad, o no, de los hechos denunciados materia del presente asunto, es necesario verificar su existencia y las circunstancias en que se realizaron, a partir de los medios de prueba que constan en el expediente, relacionados con las infracciones materia de la presente resolución.

En atención a ello, las pruebas aportadas en el presente procedimiento se valoran y se concentran, en el ANEXO ÚNICO de esta sentencia.

Atendiendo al criterio sostenido por la Sala Superior al resolver el asunto SUP-REC-91/2020[footnoteRef:8] y acumulado, es menester precisar que en asuntos donde se denuncia VPMG, opera la figura de reversión de la carga de la prueba, pues al encontrarse involucrado un acto de discriminación hacia la víctima, es la persona denunciada o victimaria quien tendrá que desvirtuar de manera fehaciente la existencia de los hechos en que se base la infracción.  [8:  SUP-REC-91/2020, disponible para consulta en la url: https://www.te.gob.mx/Informacion_juridiccional/sesion_publica/ejecutoria/sentencias/SUP-REC-0091-2020.pdf ] 


En ese entendimiento, de las constancias que obran en autos se advierten los siguientes medios de prueba ofrecidos y admitidos. 

1. VALORACIÓN DE LAS PRUEBAS OFRECIDAS Y ADMITIDAS POR LA DENUNCIANTE.

1.1. DOCUMENTAL PRIVADA. Consistente en la captura de pantalla extraídas de la red social Facebook en específico de la página “Parlamento Digital” en fecha 15 de mayo a las 16:50 horas, dichas capturas se agregan al anexo único de la presente sentencia. Conforme a lo previsto en los artículos 255, fracción I, 256 y 308, fracción II, del Código Electoral, adquiere eficacia probatoria plena en cuanto a la autenticidad de su existencia por colmar con los requisitos pertinentes. 

	Pesuncional
	En su doble aspecto, legal y humana, consistente en las deducciones lógico-jurídicas relacionadas con las más recientes consideraciones jurisprudenciales en materia electoral que al efecto sean formuladas por la autoridad resolutora respecto de los hechos expuestos y el caudal probatorio aportado en lo que beneficie al interés de la promovente.

	Instrumental de actuaciones
	Todas y cada una de las actuaciones y documentos que conformen el expediente en que se actúa con motivo de la denuncia, en todo lo que le beneficie y se acredita en relación a sus dichos.



En relación con las pruebas ofrecidas como presuncional e instrumental de actuaciones, vale decir que las que se actualicen pueden ser apreciadas por esta instancia, con independencia de que sean o no ofrecidas por las partes, conforme a lo dispuesto por el artículo 255, fracciones V y VI, del Código Electoral.

2. PRUEBAS OFRECIDAS POR LA AUTORIDAD SUSTANCIADORA.

2.1. DOCUMENTAL PÚBLICA (PUBLICACIONES EN RED SOCIAL FACEBOOK). En relación con la prueba consistente en el acta de Oficialía Electoral IEE/OE/189/2021, donde se certifica el contenido denunciado en la cual de conformidad con lo dispuesto en el artículo 310, del Código Electoral, en lo individual alcanza un valor probatorio pleno, por haber sido expedida por funcionarios electorales facultados para ello dentro del ámbito de su competencia, únicamente respecto a su existencia y que al momento de llevarse a cabo contenían la información señalada en las mismas, no así de que el contenido transgreda lo dispuesto en la normativa, pues esto dependerá de la concatenación que se verifique con el resto de las pruebas que obran en el expediente. 

Tal actuación consiste en la certificación de la liga electrónica y su contenido, ofertados por la denunciante, por lo que se tiene por acreditada la existencia del contenido en el cual se observa una publicación con una imagen alojada en la red social Facebook de nombre “Parlamento Digital”.  Publicación será analizada en el fondo de esta sentencia a efecto de determinar la probable infracción que se denuncia. 

VIII. HECHOS ACREDITADOS.  Haciendo una valoración en conjunto de los medios de prueba referidos, analizados por este Tribunal bajo las reglas de la lógica, la experiencia y la sana crítica, con fundamento en el artículo 310 del Código Electoral, al describirse el total de las pruebas que obran en el expediente en el ANEXO ÚNICO, y al haberse valorado de manera individual y conjunta, de conformidad con lo establecido por el Código Electoral, corresponde identificar los hechos que fueron acreditados.

a. Calidad de la denunciante. La denunciante acude en su calidad de mujer, además de tener reconocido su carácter de entonces candidata a la Presidencia Municipal de San Francisco de los Romo por la Coalición “Por Aguascalientes”.

b. Existencia de un perfil a nombre de PARLAMENTO DIGITAL.  En el caso del denunciado, no se le tiene por reconocida personalidad al no obrar constancias en autos que acredite responsable alguno, sin embargo, se tiene por existente el perfil en la red social de Facebook de nombre “Parlamento Digital”.
 
c. Existencia de la publicación en la red social Facebook. De conformidad con el análisis de los elementos de prueba, particularmente de la Oficialía Electoral IEE/OE/189/2021, se tiene por acreditada la publicación señalada en el escrito de denuncia, toda vez que como ya se mencionó, el medio probatorio tiene un efecto pleno en cuanto a su convicción. 

IX. CASO A RESOLVER.   El aspecto a dilucidar en la presente sentencia es determinar si las expresiones denunciadas, constituyen calumnia y VPMG y, de ser el caso, se procederá a analizar el impacto en los derechos político-electorales en perjuicio de la víctima, así como la responsabilidad y posible sanción al denunciado y/o responsable.

X. METODOLOGÍA.
En primer lugar, se expondrá el marco normativo referente a la perspectiva de género, VPMG y calumnia.

Posteriormente, a la luz de lo anterior se analizarán las expresiones vertidas en la publicación controvertida, para analizar si encuadran, o no, como actos de VPMG y, de ser así, se concluirá con el estudio de la responsabilidad del denunciado y/o responsable.

Finalmente, se analizará si del material denunciado se desprenden actos de calumnia en contra de la denunciante.

Al respecto, se debe tener en cuenta que, para resolver el presente asunto, este Pleno se ceñirá a las directrices contenidas en la Tesis IV.2o.A.38 K (10a.), de rubro: PERSPECTIVA DE GÉNERO. EL ANÁLISIS DE LOS ASUNTOS EN LOS QUE EXISTA ALGUNA PRESUNCIÓN SOBRE LA EXISTENCIA DE CUALQUIER TIPO DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER, DEBE REALIZARSE BAJO ESA VISIÓN, QUE IMPLICA CUESTIONAR LA NEUTRALIDAD DE LOS ACTOS DE AUTORIDAD Y LAS NORMAS, ASÍ COMO DETERMINAR SI EL ENFOQUE JURÍDICO FORMAL RESULTA SUFICIENTE PARA LOGRAR LA IGUALDAD, COMBINÁNDOLO CON LA APLICACIÓN DE LOS ESTÁNDARES MÁS ALTOS DE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS, EN CUMPLIMIENTO AL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL Y LOS TRATADOS INTERNACIONALES EN LA MATERIA SUSCRITOS POR EL ESTADO MEXICANO.

X. ESTUDIO DE FONDO
1. MARCO NORMATIVO. 
· JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. 
Es criterio de la Sala Superior del TEPJF[footnoteRef:9] y la SCJN[footnoteRef:10], que la impartición de justicia con perspectiva de género consiste en una aproximación de análisis de los casos, que permita detectar las asimetrías de poder que comprometen el acceso a la justicia, considerando las situaciones de desventaja, de violencia, o de discriminación o vulnerabilidad por razones de género, ya que, debe velarse porque toda controversia jurisdiccional garantice el acceso a la justicia de forma efectiva e igualitaria, cuestionando los posibles estereotipos de género y evitando invisibilizar las violaciones alegadas[footnoteRef:11]. [9:  SUP-JDC-383/2016 y el SUP-JDC-18/2017.]  [10:  Jurisprudencia 1a./J. 22/2016. Publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 29 de abril de 2016, tomo II, página 836, de rubro “ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. ELEMENTOS PARA JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO”.]  [11:  Tesis P. XX/2015 (10a.). Publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 22, septiembre de 2015, tomo I, página 35, de rubro “IMPARTICIÓN DE JUSTICIA CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. OBLIGACIONES QUE DEBE CUMPLIR EL ESTADO MEXICANO EN LA MATERIA”.] 


Así, el cumplimiento de los principios de igualdad y no discriminación, y en específico, la atención de la violencia contra las mujeres debe procurarse tanto por las autoridades electorales como por los partidos políticos, en tanto entidades de interés público. 

Lo cual exige un actuar responsable y efectivo de los poderes públicos, pero también de los partidos políticos, quienes tienen el deber de contribuir a revertir y transformar las relaciones tradicionales de dominación entre hombres y mujeres y la perpetuación de estereotipos que fomenten la discriminación. 

Ese mandato se reconoce en los artículos 1º, párrafo 1 y 4° de la Constitución Federal, así como en el artículo 5 y 10 c de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer[footnoteRef:12], así como los artículos 6.b y 8.b de la Convención interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, que obligan al Estado mexicano a tomar medidas para modificar los patrones socioculturales de género, a fin de eliminar los prejuicios y prácticas basadas en el estereotipo de hombres y mujeres. [12:  Artículo 5. “Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para: a) Modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres; b) Garantizar que la educación familiar incluya una comprensión adecuada de la maternidad como función social y el reconocimiento de la responsabilidad común de hombres y mujeres en cuanto a la educación y al desarrollo de sus hijos, en la inteligencia de que el interés de los hijos constituirá la consideración primordial en todos los casos”.] 


Por su parte el artículo 1° de la propia Convención interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, considera violencia contra las mujeres cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause la muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a las mujeres tanto en el ámbito público como el privado.

De igual forma, en la legislación nacional se define a la violencia contra las mujeres[footnoteRef:13] como cualquier acción u omisión, basada en su género, que les cause daño o sufrimiento psicológico, físico, patrimonial, económico, sexual o la muerte tanto en el ámbito privado como en el público; por lo que para que exista una promoción o incitación a la violencia contra las mujeres, es necesario el elemento sustancial enfocado en denostar o menoscabar la integridad de las mujeres. [13:  Artículo 5, fracción IV, la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.] 


Conforme a lo anterior, es obligación de los partidos políticos atender al citado deber en su propaganda electoral, que, precisamente, es una de las vías en que pueden materializar públicamente su contribución a la eliminación de la violencia en la comunicación de sus mensajes y/o propuestas electorales, así como en la reproducción de estereotipos discriminatorios contra la mujer. 

En el mismo sentido, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, ha sostenido que se tiene la obligación de que, en el análisis de los casos que se plantean, atendiendo a las particularidades y contextos, se debe juzgar con perspectiva de género, a efecto de detectar la existencia de posibles estereotipos discriminadores. 

Por otra parte, la presentación de mujeres en una situación aparente de violencia en la propaganda electoral no implica, por ese sólo hecho, una utilización indebida de estereotipos, sino que, según el contexto en que esto se haga, puede entenderse como una denuncia precisamente de dicha situación y un modo de hacerla visible. 

Así, el Alto Tribunal del País ha estimado que la obligación de impartir justicia con perspectiva de género debe operar como regla general, y enfatizarse en aquellos casos donde se esté ante grupos de especial vulnerabilidad, como mujeres y niñas indígenas, por lo que el juzgador debe determinar la operabilidad de derecho conforme a los preceptos fundamentales de orden constitucional y convencional, procurando en todo momento que los paradigmas imperantes de discriminación por razón de género no tengan una injerencia negativa en la impartición de justicia; por el contrario, atendiendo precisamente a tales prejuicios o estereotipos, el juzgador debe considerar las situaciones de desventaja que tienen las mujeres, sobre todo cuando es factible que existan factores que potencialicen su discriminación, como pueden ser las consideraciones de pobreza y barreras culturales y lingüísticas.[footnoteRef:14] [14:  Criterio sostenido en la tesis de jurisprudencia P. XX/2015, de rubro: “IMPARTICIÓN DE JUSTICIA CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. OBLIGACIONES DEL ESTADO MEXICANO EN LA MATERIA”.] 


La Corte ha trazado recientemente la metodología para juzgar con perspectiva de género,[footnoteRef:15] que consiste en lo siguiente:  [15:  Tesis 1ª/J.22/2016 (10a), de rubro: en la Jurisprudencia de rubro: “ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. ELEMENTOS PARA JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO”.] 


i. Identificar primeramente si existen situaciones de poder que por cuestiones de género den cuenta de un desequilibrio entre las partes de la controversia; 
ii. Cuestionar los hechos y valorar las pruebas desechando cualquier estereotipo o prejuicio de género, a fin de visualizar las situaciones de desventaja provocadas por condiciones de sexo o género; 
iii. En su caso, ordenar las pruebas necesarias para visibilizar dichas situaciones; 
iv. Cuestionar la neutralidad del derecho aplicable, así como evaluar el impacto diferenciado de la solución propuesta para buscar una resolución justa e igualitaria de acuerdo con el contexto de desigualdad por condiciones de género;
v. Debe aplicar los estándares de derechos humanos de todas las personas involucradas, especialmente de los niños y niñas; 
vi. Considerar que el método exige que, en todo momento, se evite el uso del lenguaje basado en estereotipos o prejuicios, por lo que debe procurarse un lenguaje incluyente con el objeto de asegurar un acceso a la justicia sin discriminación por motivos de género.

En tanto, el Alto Tribunal ha definido que juzgar con perspectiva de género, es el deber de impartir justicia sobre la base del reconocimiento de la particular situación de desventaja en la cual históricamente se han encontrado las mujeres -pero no necesariamente está presente en cada caso-, como consecuencia de la construcción que socioculturalmente se ha desarrollado en torno a la posición y al rol que debían asumir, como un corolario inevitable de su sexo. 

Asimismo, para la SCJN, la aplicabilidad de juzgar con perspectiva de género es intrínseca a la labor jurisdiccional, de modo que no debe mediar petición de parte, la cual comprende obligaciones específicas en casos graves de violencia contra las mujeres, y se refuerza aún más en el marco de contextos de violencia contra éstas.[footnoteRef:16] [16:  Tesis 1ª. XXVII/2017, de rubro: “JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. CONCEPTO, APLICABILIDAD Y METODOLOGÍA PARA CUMPLIR DICHA OBLIGACIÓN.”] 


· LÍNEA JURISPRUDENCIAL ADOPTADA POR LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN SOBRE LOS ELEMENTOS QUE ACTUALIZAN LA VIOLENCIA POLÍTICA DE GÉNERO. 

En sesión pública celebrada el veintitrés de mayo de dos mil dieciocho, la referida Sala Superior aprobó la Tesis XVI/2018, de rubro: “VIOLENCIA POLÍTICA DE GÉNERO. ELEMENTOS QUE LA ACTUALIZAN EN EL DEBATE POLÍTICO”[footnoteRef:17]. En dicha tesis se determinó que, para acreditar la existencia de violencia política de género dentro de un debate político, quien juzga debe analizar si en el acto u omisión concurren los siguientes elementos: [17:  SUP-JDC-383/2017.] 


1. Sucede en el marco del ejercicio de derechos político-electorales o bien en el ejercicio de un cargo público; 

2. Es perpetrado por el Estado o sus agentes, por superiores jerárquicos, colegas de trabajo, partidos políticos o representantes de los mismos; medios de comunicación y sus integrantes, un particular y/o un grupo de personas; 

3.  Es simbólico, verbal, patrimonial, económico, físico, sexual y/o psicológico; 

4. Tiene por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce y/o ejercicio de los derechos político-electorales de las mujeres, y 

5. Se basa en elementos de género, es decir: i. se dirige a una mujer por ser mujer, ii. tiene un impacto diferenciado en las mujeres; iii. afecta desproporcionadamente a las mujeres

En ese sentido, las expresiones que se den en el contexto del debate político, en el marco de un proceso electoral, que reúnan todos los elementos anteriores, constituyen violencia política contra las mujeres por razones de género.

· DE LA CALUMNIA.  

El artículo 6 de la Constitución Federal[footnoteRef:18] establece en qué supuestos la libertad de expresión se encuentra limitada y son en los siguientes: a) cuando se ataque a la moral, a la vida privada y los derechos de terceros: b) cuando se provoque algún delito y/o: c) se perturbe el orden público. [18:  Artículo 6. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado.] 


A su vez, el articulo 41 Base II, apartado C[footnoteRef:19] del mismo ordenamiento establece que los partidos políticos y candidatos deben de abstenerse de difundir propaganda que calumnie a las personas o cometan alguna infracción electoral.  [19:  Apartado C. En la propaganda política o electoral que difundan los partidos y candidatos deberán abstenerse de expresiones que calumnien a las personas] 


Por otro lado, el artículo 471 segundo párrafo de la LEGIPE[footnoteRef:20] establece que la calumnia es la imputación de hechos o delitos falsos por parte de partidos políticos o los candidatos. [20:  Artículo 471. Los procedimientos relacionados con la difusión de propaganda que se considere calumniosa sólo podrán iniciarse a instancia de parte afectada. Se entenderá por calumnia la imputación de hechos o delitos falsos con impacto en un proceso electoral.] 


De lo anterior podemos concluir que las limitaciones a la libertad de expresión tienen como finalidad: i) el respeto a los derechos y reputación de los demás y; ii) la protección a la seguridad nacional y el orden público.
La SCJN[footnoteRef:21] estableció que para poder acreditar la calumnia es necesario que se cumplan estos dos elementos: [21:  Véase la resolución de la Acción de Inconstitucionalidad 64/2015 y sus acumuladas 65/2015, 66/2015, 68/2015 y 70/2015 (Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de Sinaloa). Véase la resolución de la Acción de Inconstitucionalidad 129/2015 y sus acumuladas 130/2015, 131/2015, 132/2015, 133/2015 y 137/2015 (Ley Electoral del estado de Quintana Roo.] 


· Elemento objetivo: Imputación de hechos o delitos falsos.
· Elemento subjetivo: Quien realiza la imputación sabe que los hechos y delitos son falsos.

Por su parte, la Sala Superior estableció dos elementos adicionales para poder acreditar tal infracción y, en su caso, sancionar la calumnia. Estos son los siguientes: i) que las expresiones tengan un impacto en el proceso electoral y; ii) que las expresiones se hubiesen realizado de forma maliciosa. Asimismo, sostuvo que al establecer las expresiones que presuntamente constituyen calumnia no solo deben de ser analizadas por su contenido, sino también debe ser analizado en su contexto[footnoteRef:22]. [22:  Véase la sentencia SUP-REP-042/2018.] 


De lo anterior, podemos concluir que la restricción a la libertad de expresión en el ámbito electoral, es constitucional. Pues dicha restricción no limita la libre circulación de crítica incluso permite la que pueda considerarse severa, vehemente, molesta o perturbadora.

XI. CASO CONCRETO.  

· NO SE ACTUALIZAN CONDUCTAS CONSTITUTIVAS DE VPMG. Como se anticipó, el presente procedimiento consiste en determinar si el probable responsable incurrió en la comisión de VPMG o en la realización de expresiones contrarias a la moral que injurien o que inciten a la violencia, derivado de una publicación en un perfil de la red social Facebook.

Lo anterior, en atención a que la denunciante señala que la publicación controvertida tiene una clara y evidente intención de menospreciar su candidatura y su persona, a efecto de denigrarla, violentarla y evitar que contienda a ocupar un cargo público.

Del mismo modo, señala que la referida publicación, tiene el propósito de incitar mensajes de odio y discriminación a su persona, por lo que afirma ser objeto de un ataque directo a su derecho a vivir una vida libre de violencia.

Esto es así, ya que, en el supuesto que se resuelve, se advierte que la denunciante esencialmente se duele de la difusión de una publicación en Facebook con la descripción “Si recordamos”, que contiene una imagen tipo collage donde se distingue su fotografía y la frase “ELLOS YA VOTARON EN CONTRA DE TI. AHORA VAMOS A VOTAR EN CONTRA DE ELLOS”.

Posteriormente, de acuerdo a diligencias para mejor proveer efectuadas por la autoridad instructora, se concluyó que no fue posible allegarse de elemento alguno que haga posible identificar el nombre completo y domicilio del administrador y/o responsable del perfil de Facebook denominado “Parlamento Digital”.

Así, este Tribunal Electoral concluye que al no tener certidumbre efectiva respecto a la posesión y administración del perfil de la red social en la que se difundió el contenido denunciado, no es posible fincar responsabilidad a sujeto alguno.

No obstante, lo anterior se efectúa el siguiente análisis de la publicación denunciada con la finalidad de establecer si se actualiza la Violencia Política contra la Mujer en Razón de Género denunciada por la promovente: 

[image: ]

Al respecto, este Tribunal estima que la publicación en cuestión, no tiene como propósito denigrar a la denunciante por su condición de mujer, en razón a las siguientes consideraciones:

Con base en la imagen y la descripción del material denunciado, no se logra materializar una violación sobre propaganda político electoral en su vertiente de Violencia Política de Género y en ese proceso de exteriorización, tampoco se encuentra inmersa implícitamente una actividad tendente a menospreciar o minimizar la participación de la denunciante frente a los demás contendientes.

Así, para sustentar lo anterior y conforme a la línea jurisprudencial de la Sala Superior del TEPJF, se deben analizar la concurrencia de los siguientes elementos:

1. Sucede en el marco del ejercicio de derechos político-electorales o bien en el ejercicio de un cargo público. Se actualiza ya que, la denunciante se erigió como candidata contendiente a la alcaldía de San Francisco de los Romo, Aguascalientes.

2. Es perpetrado por el Estado o sus agentes, por superiores jerárquicos, colegas de trabajo, partidos políticos o sus representantes; medios de comunicación y sus integrantes, un particular y/o un grupo de personas. No cobra vigencia este supuesto, debido a que no es posible tener por efectivamente acreditado quien fue el emisor de la publicación y/o quien es el administrador del perfil de Facebook en el que se difundió el material denunciado.

3. Es simbólico, verbal, patrimonial, económico, físico, sexual y/o psicológico. La publicación consiste en elementos visuales exteriorizados por un perfil de Facebook, -del cual se desconoce su administrador- sin embargo, no es posible encuadrar cualquier tipo de violencia al respecto.

4. Tiene por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce y/o ejercicio de los derechos político-electorales de las mujeres. No se cumple ese objeto o resultado, debido a que la publicación denunciada, cuyo contenido consistente en una fotografía tipo collage y su encabezado describe “Si recordamos”; se da en el contexto y como resultado de una publicación de redes sociales, que hace referencia a una crítica y/o suposición severa, que no tiene por objeto minimizar el ejercicio de su derecho a participar en la contienda.

5. Se basa en elementos de género, es decir: i. se dirige a una mujer por ser mujer, ii. tiene un impacto diferenciado en las mujeres; iii. afecta desproporcionadamente a las mujeres. Se estima que, la publicación en cuanto a su contenido fotográfico y su encabezado, no se dirigen a la denunciante por ser mujer, tampoco tiene un impacto diferenciado en las mujeres y por ende no afecta de manera desproporcionada a las mujeres.

En ese sentido, de un análisis de los hechos denunciados, además de no acreditarse la violación a un derecho político-electoral, tampoco existen elementos para afirmar que la publicación se haya dirigido a la actora por ser mujer; no existe un impacto diferenciado de los dichos, dado que ni por objeto ni por resultado, es posible verificar una afectación distinta de las expresiones denunciadas a partir del hecho de que la actora sea mujer o del género femenino.

Además, conforme al Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género[footnoteRef:23], en donde se define que los estereotipos de género son aquellas características, actitudes y roles que estructuralmente le son asignadas -con distinta valorización y jerarquización- a hombres y mujeres, a partir de sus diferencias sexo-genéricas, se llega a la conclusión que la publicación materia de estudio no se basa ni genera estereotipos discriminadores. [23:  Suprema Corte de Justicia de la Nación, Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género, México, 2013, páginas 48 y 49.] 


Cabe precisar que en ese instrumento se destaca que, si bien los estereotipos afectan a hombres y a mujeres, tienen mayor efecto negativo en ellas, dado que “históricamente la sociedad les ha asignado roles invisibilizados en cuanto a su relevancia y aportación, y jerárquicamente considerados inferiores a los de los hombres”. 

Así, partir de la publicación denunciada, no puede señalarse que se está asignando un rol, una característica o un valor a la denunciante a partir de su sexo o su género.

Por tanto, no existen elementos para configurar un impacto desproporcionado de las referidas expresiones a partir de la condición sexo-genérica de la actora; en consecuencia, la publicación que se denuncia, no representa un obstáculo o impedimento jurídico para que la entonces candidata continuara ejerciendo sus derechos político-electorales. 

Por lo anterior, se considera que de la publicación denunciada no puede afirmarse que reproduzca o genere estereotipos discriminatorios o denigrantes, al no basarse en la condición sexo-genérica de la denunciante ni tampoco la colocan en una situación de desventaja desproporcionada; de ahí que sea oportuno considerar inexistente la conducta analizada.

· ANÁLISIS DE CALUMNIAS. En el escrito inicial de denuncia, la actora señala que la publicación denunciada, debe ser considerada como calumniosa a su persona, sin embargo, no aporta razonamientos lógico-jurídicos que vinculen o relacionen de qué manera, estas efectivamente la calumnian.

No obstante, en aras de maximizar la esfera de derechos de quien promueve, se efectuará un análisis para obtener de manera precisa, un discernimiento lógico con el cual se pueda acreditar o desacreditar la imputación vertida.

Al respecto, la Sala Superior[footnoteRef:24] señaló que, para la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la calumnia debe entenderse como “la imputación de hechos o delitos falsos a sabiendas o teniendo conocimiento de que el hecho que auspiciaba la calumnia era falso. Esto, porque sólo así resulta constitucionalmente permitido el término calumnia para restringir la libertad de expresión”. [24:  SUP-REC-42/2018] 


En tal sentido, la conducta será sancionable en un Procedimiento Especial Sancionador cuando: a) la calumnia tenga un impacto en el proceso electoral, b) que la imputación sea de hechos o delitos falsos y c) sea a sabiendas de que los hechos o delitos que se imputan son falsos.

Así, la Sala Superior ha sostenido, al resolver los Recursos de Revisión 89, 109 y 137, todos de dos mil diecisiete, que la imputación de hechos falsos y no sólo de delitos falsos, por parte de los candidatos o los partidos políticos, no estará protegida por el derecho a la libertad de expresión cuando se acredite: 

· Tener un grave impacto en el proceso electoral y 
· Haberse realizado de forma maliciosa (animus iniuriandi), pues sólo con la concurrencia de ambos elementos resulta válido limitar, constitucionalmente, el derecho fundamental de la libertad de expresión.

Por lo tanto, solamente está prohibido expresar hechos o delitos falsos a sabiendas de que impactará gravemente el proceso electoral y no por error, pues si éste también estuviera incluido dentro del elemento subjetivo de la calumnia, la única forma de no cometerla sería el silencio absoluto, prohibición a la libertad de expresión que es inadmisible en una democracia.

Consecuentemente, a fin de determinar la existencia de la falta en mención, corresponde acreditar sus extremos, o sea: 

· Subjetivo: que se calumnie. 
· Trascendencia: que tenga impacto en el proceso electoral. 
· Objetivo: que se trate de propaganda política o electoral. 
· Personal: que se trate de partido político, coalición, aspirante, precandidato, candidato o cualquier persona.

En tal consideración, procede establecer que la publicación denunciada, no versa sobre la imputación de hechos o delitos falsos, ya que la publicación consiste únicamente en una fotografía del tipo collage con la leyenda “ELLOS VOTARON EN CONTRA DE TI, AHORA VAMOS A VOTAR EN CONTRA DE ELLOS” y la descripción “Si recordamos”.

Por lo anterior, no es dable estimar que se calumnie a la denunciante; pues si bien las imágenes fotográficas insertas en la red social pudieran ser molestas o severas, estas no precisamente tienen aparejada calumnia alguna.

En esta consideración, al no acreditar el extremo subjetivo del supuesto, lo conducente es desestimar la figura de calumnias invocadas por la actora, pues no existe una conducta sancionable que pueda ser objeto de un análisis de fondo, por lo que debe declararse inexistente la infracción aducida.

XII. RESOLUTIVOS.
ÚNICO. Se declara la inexistencia de la infracción consistente en presunta Violencia Política contra las Mujeres en Razón de Género y calumnia en perjuicio de la entonces candidata a la Presidencia Municipal de San Francisco de los Romo por la coalición “Por Aguascalientes”, la C. Karina Ivette Eudave Delgado.
 
Notifíquese.  Así lo resolvió el Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes, por unanimidad de votos de la Magistrada y Magistrados que lo integran, ante el Secretario General de Acuerdos, quien autoriza y da fe. 
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